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les don Jose Luis Martín Jaureguibeitia y asistida por el Letrado don
José F. Sicilia López-Guerra, contra Autode 26 de marzo de 1987. del
Juzgado de Distnto núm. 1 de. Elche (Alicante). y Auto de 28 de abril
de 1987, de la Sección ~unda de la Audiencia Provincial de Alicante,
dictados en Autos de juíclO de ~nición·núm. 74/ª6. En el proceso de
amparo ha comparecido el Mimsterio fiscal y ha sido Ponente el
Magistradp don Luis López Guerra, quien. expresa el parecer de la Sala.

Ha decidido

Desestimar el amparo solicitado.

Publiquese esta Sentencia en er«Boletín Oficial del Estado>f.

Dada en Madrid, a tres de noviembre de mil novecientos ochenta y
nueve.-Francisco Tomás y Valiente.-Fernando García-Mon y Gonzá­
lez-Regueral.-Carlos de la Vega Benayas.-JesÚs Leguina Villa.-Luis
López Guerra.-Vicente Gimeno Sendra.-Fínnados y rubricados.

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CoNSTITUCIÓN DE LA NACIÓN
EsPAÑOLA,

FALLO

4. La Sentencia del Juzgado de Primera Instancia de Mallorca
impugnada en amparo se limita a condenar a la solicitante de amparo
y a su esposo al pago de la cantidad de 29.000 pesetas que le reclamaba
la As;ociación entonces demandante, en co,ncepto de cuotas insati~fechas

en los años 1984 y -1985. aparte de imponerles las costas de~la primera
instancia. Funda esta decisión en el principio general de que a nadie le
es permitido ir en contra de sus propios actos y en la libre y plena
aceptación por los demandados de la car~ que gravaba el apanAmenío_.
que adquirieron por compraventa, sin pronunciamiento alguno sobre el '.
derecho de los recurrentes a no afiliarse a la citada Asociación. No hay,
por tanto, en la condena impuesta a los· interesados lesión alguna del
derecho de asociación; dado' qúe tal ,condena no se vincula directa o
indirectamente a la exigencia de que éstos sean- socios de la entidad
demandante, a la vista de los Estatutos de la Asociación que la propia
Sentencia recoge. Podría, tal vez, discutirse si, en el caso concreto, las
cuotas o cantidades reclamadas por la Asociación eran las correspon­
dientes a la demandante de amparo y su- esposo en con~epto de socios
o de «no socios»; es decir, en este último caso, como cargas comunes de.
propietarios o residentes, a tenor de lo dispuesto en el arto 32 de lós
Estatutos de la Asociación. Pero esta cuestión, segun ya se ha dicho, no ..
ha sido planteada en el proceso judicial. previo, ni ha sido objeto de
razonamiento alguno en la presente queja de amparo. Sea como fuere,
lo cierto es que, puesto que la obligación de satisfacer ciertas cantidades
periódicas a la Asod.ación de Propietarios y Vecinos de la Costa d'en
Blanes por la recurrente y su esposo, como propietarios de un aparta­
mento situado en dicha zona residencial, resulta independiente de su
derecho.a pertenecer o no a la citada AsoCiación, la demanda de amparo
no puede ser estimada. Corresponde, en cambio, a los órganos de la
jurisdicción ordinaria detenninar, en su caso, el importe de las cantida­
des que los propietarios del apartamento están obligados a pagar a la
Asociación en su' calidad de «DO socios»; ,

posible tampoco entender infringido dicho precepto constitucional por
el hecho de Que el arto 32 de aquellos 'Estatutos imponga a los «no
socios» la obligación de satisfacer deter'minadas cuotas o cantidades
periódicas a la Asociación; obligación esta que ni siquiera de/acto puede
considerarse como una imposición de la condición de socio, ya que tiene
su causa y justificación en el (devantamiento de los gasto~ comunes» de
la urbanización o zona residencial de la Costa d'en Blanes, según señala
el art. 30, e), de los mencionados Estatu~os, al que se remite el arto 32.
Por consiguiente, el cumplimiento de esta última obligación económica
es independiente de la libertad de la recurrente y su esposo dí" asocíarse
o no a la entidad ahora demandada, tratándose, en suma, de una
cuestión por completo ajena al ejercicio del derecho fundamental de
asociación.

1. Antecedentes

1. Por escrito presentado en el Juzgado de Guardia el 25 de julio
de 1987, registrado en este Tribunal el día 27 siguiente, el Procurador de
los Tribunales don José Luis Martín Jaureguibeitia interpone, en
nombre y representación de doña Ana Maria Cubilla Gutierrez, recurso
de amparo contra el Auto de 28 de abril de 1987 de la Sección Segunda
de la Audiencia Provincial de Alicante, confirmatorio del dietado el 26
de marzo de 1987 por el Juzgado de Distrito núm. 1de Elche en el juicio
de cognición núm. 74/86.
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28771 Saja Primera. Sentencia 184/1989. de 6 de noviembre.
Recurso de amparo 1.045/1987. Conrra Autos del Juzgado
de Distrito núm. 1 de Elche l' de la Audiencia Prol'incial de
Alicante. dicwdos en autos de juicio de cognición. Se alega
\'ulneración del derecho a la tUTela judicial {{.leclil'a.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Tomás y Valiente, Presidente: don Fernando García-Mon y
Gonzá!ez·Regueral. don Carlos de la Vega Benayas, don Jesús Leguina
Villa, don Luis López Guerra y don José Vicente Gimeno Sendra.
Magistrados. ha pronunciado -

la SIguiente
EN NOMBRE DEL REY

argumento de que <(3 nadie le es permitido ir en contra de sus propios
actos. y si los demandados aceptaron en su día. libre y plenamente, la
carga que gravaba el apartamento de autos, a la hora de su compra.
ahora no pueden desconocerla y. prescindiendo de ella, basar su defensa
en fundamentos inaplicables a la reclamación que se les formula».

3. Como admiten sin disputa los comparecidos en este proceso
constitucional. el derecho de asociación reconocido a todos en el arto 22
de b Constitución comprende no sólo el derecho a asociarse.' sino
tamblen. en su faceta negativa, el derecho a no asociarse (SSTC 5/1981,
45/1982 Y67/1985). Por otra parte, pese a la ambigüedad de algunas de
sus cláusulas estatutarias. no hay duda de que, por su forma de
constitución e inscripción y por su objeto social. tal v como se define en
los Estatutos. la Asociación de Propietarios y Vecin"os de la Costa d'en
Blanes es una entidad asociativa 511"icl0 sensu, a la que alcanza por
entero el art. 22 de la Constitución. Ello significa no sólo que la aetora
y su esposo tienen derecho, derivado de ese precepto constitucional, a
no pertenecer a la menCIOnada Asociación, sino tambien que, por
tr'!tarse de u,n d~recho fundamental de carácter irrenunciable. cualquier'
clausula obhgacJOnal que lo desconozca es nula v carece de eficacia
(an. 1.255 dcl Código Civil), por inlTacción del arto 22 de la Constitución;
ya que tal derecho fundamenta.1 no puede .quedar conqiciollado o impedido_
por cargas reales o personales de nin~ún tipo, sin perjuicio, claro está;
de las consecuencias que en el ámbito meramente contractual pueda
tener la libre decisión personal de integrarse o no en una determinada
Asociación y la -de dejar de pertenecer a ella.

Pero una cosa es la obligación Contractual de darse de alta y de
permanecer en una Asociación y otra muy distinta la de asumir cienas
cargas económicas en favor de una Asociación constituida, se pertenezca.
o no a ella. Es del todo claro que esta última obligación ninguna relación
guarda con el derecho constitucional de asociación, pues sólo una
obligación civil constituida entre personas distintas, que no trae causa
ni depende de la existencia de un vínculo asociativo entre las mismas:
En consecuencia, el derecho de la demandante y de su esposo a no
pertenecer a la Asociación de Propietarios y Vecinos de la Costa d'en
Blanes no les exime del cumplimiento de las obligaciones contractuales
de naturaleza primordial que, en su condición de titulares de un
inmueble sito en la urbanización. hayan asumido en beneficio de aquella
Asociación, siempre que tal cumplimiento no implique la pertenencia o
integración en la misma como socios.

Según se declara en la Sentencia impugnada, la recurrente y su esposo
se obligaron al cumplimiento de las condiciones generales de la
urbanización o zona residencial en virtud del contrato de compraventa
que suscribieron; apreciación ésta que, siendo de la exclusiva competen­
cia del órgano judicial ordinario, no puede ser discutida ni revisada en
este proceso de amparo constitucional. Es cierto que tales condiciones
generales prescribían dos tipos de deberes de los interesados; consistente
el primero en darse de alta en la referida Asociación v referido el
segundo a la aceptación del Reglamento o Estatutos de la "misma. Pero
tales deberes carece de toda significación e importancia el primero, pues
es manifiesto que la recurrente y su esposo no han formado parte de la
Asociación en cuestión, ni nadie ha reclamado su incorporación a la
misma ni tal pertenencia como socio fue objeto del pleito a qua en el
que se les demandó la entrega de cantidad por impago de cuotas
adecuadas a la Asociaicón, ni por 10 mismo la Sentencia que aquí se
impugna hizo aeclaración alguna al 'respecto. Y por lo que concierne al
deber de cumphmiento de los Estatutos de la Asociación, es también
claro, según se ha \'isto, que tales Estatutos no imponen realmente el
deber o la obligación de asociarse: antes bien. prevén expresamente la
opción contraria y establecen consecuentemente un «régimen especial de
los no socios». De donde se infiere que el deber de aceptar y cumplir los
Estatutos no vulnera en ~í mismo el art, 22 de la Constitución, ni es

SENTENCIA

En el recurso de aillparo núm. 1.045187, promovir1o por doña Ana
Maria Cubilla Gutierrez, representada por el Procurador de los Tribuna-
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l. Los hechos a los que se contrae la demanda son, en síntesis, los
siguientes:

a) En virtud de demanda fonnulada por la Entidad mercantil
«Yokus., Sociedad Limitada», contra la hoy recurrente de amparo, en
reclamación de cantidad por el suministro de diversas panidas de
calzado, en el Jl.:zgado de Distrito mlm.l de Elche se incoó el juicio de
cognición numo 74/86. A la demandada le fue notificada la demanda en
su domicilio de Madrid, sin que se personase en ,autos ni contestara a
la demanda dentro del plazo concedido, por lo que el Juzgado, en
providencia de 10 de noviembre de 1986, declaró su rebeldía y tuVO por
contestada la demanda. Tras la pertinente tramitación, el Juzgado dictó
Sentencia el 20 de enero de 1987, en la que estimó la demanda y
condenó a la demandada a abonar la cantidad de 381.362 pesetas, más
los intereses legales de dicha cantidad desde la presentación de la
demanda, así como al pago de las costas procesales.

b} En fecha 5 de febrero de 1987, la representación de la parte
actora presentó escrito en el Juzgado e interesó que la Sentencia dictada
fuese notificada personalmente a la demandada, solicitando se librara
exhorto al Juzgado de Distrito de los de Madrid y que le fuera entregado
el oportuno despacho para proceder a su cumplimiento. Por providencia
de 5 de febrero de 1987, el Juzgado acordó notificar la Sentencia en la
forma .SOlicitada y, en la misma fecha, dirigió el pertinente exhorto al
Juzgado de Distrito Decano de Madrid (exhorto núm. 30/87). Dicho

--exhorto fue presentado en el Juzgado Decano de Madlid el13 de febrero
siguiente, y su cumplimiento correspondió por tumo al Juzgado de
Distrito núm. 2 de dicha ciudad. Por providencia de 17 de febrero de
1987, el Juzgado exhortado acordó practicar la notificación de la
Sentencia mediante correo certificado con acuse de recibo y, mediante
diligencia de 4 dé 'marzo siguiente, tuvo por recibida la tarjeta postal
justificativa de la notificación practícada, en la que se hacía constar que
la Sentencia había sido entregada a la interesada el día 27 de
febrero de 1987.

c) Por escrito presentado en el Juzgado de Distrito núm. 1 de Elche
el'24 de febrero de 1987, el Procurador de los Tribunalés don Emigdio
Tormo Ródenas compareció y se mostró parte, en nombre y representa~
ción ,de la demandada, en el juicio de cognición. solicitando que se
entendie~n con ellas sucesivas diligencias y notificaciones que tuvieran
lugar. p.or formulada la petición de reci"?ir a prueba los autos en segunda
instancIa. y que se decretara el alzamIento de la retención y embargo
efectuados sobre los bienes de la demandada. PO{ providencia de la
misma fecha, el Juzgado acordó tener por personado al citado Procura­
dor con el cual se entenderían las sucesivas actuaciones, tuvo por
formulada la petición de prueba a los efectos de la segunda instancia y
den~ó la petición de alzamiento de los embargos practícados. Dicha
provIdencia fue debidamente notificada, en la mIsma fecha, a los
Procuradores de las partes. .

d) En fecha 13 de marzo de 1987, la representación de la deman­
'dada interpuso ante el Juzgado de Distrito citado recurso de apelación
contra la Sentencia, alegando Que la misma había sido notificada a la
demanq,ada ese mismo día. Por providencia de 14 de marzo si~uiente,
el Juzgado tuvo por presentado el recurSO y previamente a decidIr sobre
su admisión, acordó esperar a que fuera devuelto el exhorto con la
notificación de la Sentencia a la interesada para poder determinar si el
recurso haQía sido interpuesto dentro de plazo. Una vez recibido el
exhorto debidamente cumplimentado, el Juzgado dictó Auto el 26 de
marzo de 1987 en el que denegóua admisión del recurso de apelación
por extemporáneo al haber sido interpuesto fuera del plazo de tres días
previsto en el arto 62 del Decreto de 21 de noviembre de 1952, a contar
desde el día 27 de febrero de 1987, fecha de notificación de la Sentencia.

e) Contra dicho Auto interpuso la demandada recurso de queja
ante la Sección Segunda de la Audiencia Provincial de Alicante (rollo
núm. 89/87), alegando, de un lado. que la Sentencia le había sido
notificada el día 13 de marzo y no el 27 de febrero como se hacía constar
en la' tarjeta postal y, de otro, que el Juzgado no había notificado dicha
Sentencia al Procurador señor Tormo Ródenas, personado en Autos el
día 24 de febrero anterior. Por Auto de 28 de abril de 1987. la Audienica
desestimó el recurso y confirmó la resolución impugnada, al considerar
que la noti'ficacíón de la Sentencia se había hecho correctamente y que
el recurs? de apelación planteado era extemporáneo.

3. La representación de. la recurrente considera que ha sido
infringido el derecho a obtener la tutela judicial efectiva consagrado en
el arto 24.1 de la Constitución, alegando que la violación se ha
producido, en primer término, por no haber procedido el Juzgado de
Distrito a notificar la Sentencia al Procurador de la hoy recurrente,
conforme a lo dispuesto en el arto 260 de la Ley de Enjuiciamiento Civil,
al personarse en los Autos el día 24 de febrero de 1987, con el objeto de
que dicha representación conociera desde el primer mmento el conte­
nido y sentido de la Sentencia, evitando así los riesgos que las
notificaciones vía exhorto pueden· producir, sobre todo cuando el
Juzgado exhonado practica la notificación por correo. En segundo
término considera que la decisión del Juzgado de Distrito. posterior­
mente confirmada por la Audiencia Provincial, de no admitir el recurso
de apelación por razón de extemporaneidad también infringe el derecho
fundamental a la tutela judicial, pues. de un lado, ha sido imposible
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comprobar en el servicio de correos la fecha de entrega del certificdo
procedente del Juzgado exhortado a la recurrente, o a la persona que lo
recibiese y firmase la taIjeta del acuse de recibo, toda vez que, desde
luego, no fue la propia interesada quien la recibió y firmó el día 27 de
febrero. ya que no tuvo noticias de etla hasta el 13 de marzo siguiente,
fecha en que inmediatamente fue presentado el recurso. Y, de otro lado,
a pesar de la posibilidad que establece el arto 261 de la L.E.C. de llevar
a cabo las notificaciones por correo, la misma debió hacerse por el
Juzgado exhortado en la propia sede del Tribunal y conforme al
procedimiento que establecen los. arts. 262 y ss de la L.E.C. sobre todo
cuando .por la parte aetora se pidió la notificación persona! de la
Sentencía a la demandada. En este sentido reitera que del acuse de
recibo sólo se desprende que la Sentencia se entregó, posiblemente, el 27
de febrero, pero no se sabe a quien, ni Quién firmó dicho recibo, ya que
no se hace constar por el funcionario de Correos que fuese la propia
interesada.

Por lo expuesto, solicita de este Tribunal que anule los Autos
impugnados y declare el derecho de la recurrente a la admisión del
recurso de apelación. Por «otrosÍ» pide. de conformidad con el arto 89
de la LOTC, el recibimiento a prueba en relación con los extremos
relacionados en la demanda de amparo.

4. Por pr~videnciade 9 de septiembre de 1987, la Sección Cuarta
de la Sala Segunda (en la actualidad Sala Primera) acuerda por recibido
el escrito de demanda de amparo que antecede, con los documentos
adjuntos, y por personado y parte. en nombre y representación de doña
Ana Maria Cubilla Gutiérrez, al Procurador don José Luis Martín
Jaureguibeitia, y, antes de decidir sobre la admisión o no a trámite del
recurso. requerir al Juzgado de Distrito de Elche y a la Sección Segunda
de la Audiencia Provincial de Alicante, a fin de que, dentro del plazo de
diez días, y de conformidad con lo dispuesto en el arto 88 de la Ley
Orgánica del Tribunal Constitucional, remitan testimonio del proceso de
cognición, núm. 74/86, en el que se dietó Sentencia el 16 de febrero de
1987. y del roUo de apelación mimo 89/87, en el que dictó Auto el 28 de
abril del mismo año, respectivamente.

S. La Sección por providencia de 26 de octubre de 1987 acuerda
tener por recibidas las actuaciones. y, a tenor de lo dispuesto en el
art 50 de la WTC, conceder un plazo comúri de diez días a! Ministerio
Fiscal y a la solícitante del amparo para que aleguen lo que estimen
pertinente en relación con la posible existencia del siguiente motívo de
inadmisión: Carecer la demanda de contenido que justifique una
decisión por parte de este Tribunal Constitucional, conforme previene
el -entonces- arto 50.2 b) de la LOTe.

6. En su escrito·de alegaciones presentado- el 17 de noviembre de
1987, el Ministerio Fiscal solicita la inadmisión del recurso por
concurrir la causa de inadmisión advertida. Al respecto alega, de una
parte, que la primera vulneración aducida por la recurrente carece de
fundamento porque, solicitada por la parte actora la notificación
personal a la demandada rebelde; es ésta notificación la que debe
realizarse, sin que la pretendida infracción del arto 260 de la L.E.C. tenga
trascendencia constitucional, ya Que la notificación personal asegura que
la parte conoce la Sentencia. De otra parte estima que también carece
de fundamento la segunda violación denunciada, pues, notificada la
Sentencia el día 4 de marzo, conforme se hace constar en las resolucio­
nes impugnadas, las vicisitudes que se produjeran hasta el día 13 de
mano, fecha en que la recurrente afirma la recepción personal, no son
imputables al órgano judicial, sino a la persona que según ella la recibió
personalmente ya qUien correspondía la obligación de entregarla, como
efectivamente lo hizo, según la aetora, aunque en fecha posterior a la
debida. En este-sentido, continúa el Fiscal, la recurrente no acredita sus
alegaciones ni el conocimiento atrasado respecto a la fecha de la
notificación, ni que la responsabilidad del conocimiento atrasado sea
imputable al órgano judicial, sino que, por contra. de lo alegado se

.deduce que la falta de conocimiento de la Sentencia el mismo día en el
que consta la notificación, si se ha producido, es imputable a la falta de
actividad procesal de la parte, ajena a la actuación del órgano judicial.

7. Por escrito.presentado ell8 de noviembre de 1987. la representa­
ción de la recurrente alega que en el presente caso no estaria justificada
la inadmisión del recurso por vía del arto 50.2 b) de la LOTe, pues, a
su juicio, no existe en la demanda una manifiesta carencia de contenido
constitucional. Al respecto reitera que la recurrente ha sufrido indefen­
sión en dos momentos procesales. relacionados entre sí y que han
conducido a la imposibilidad de acudir a la segunda instancia en defensa
de su derecho: En primer lugar, por falta de notificación de la Sentencia
al Procurador de la demandad¡t al tiempo de personarse en los autos,
fecha en que aún no había sido notificada personalmente aquella
resolución a la demandada; en segundo lugar. por no haber procedido
el Juzgado exhortado a notificar la Sentencia en la forma señalada en los
arts. 262 y ss. de la L.E.C., conforme ordena el arto 261.4.° de dicha Ley,
y no constar la persona Que recibió la notificación por correo, la cual no
fue a quien iba dirigida. En consecuencia a lo expuesto, solicita la
admisión a trámite del recurso de amparo.

8. Por providencia de 9 de diciembre de 1987, la Sección acuerda
admitir a trámite la demanda de amparo. interesando del Juzgado de
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Distrito núm. 1 de Elche el emplazamiento de quienes fueron parte en
el juicio de cognición. con excepción de la recurrente, para que i?uedan
comparecer en este proceso constitucionaL, Efectuados Jos pertmentes
emplazamientos, la Sección, por providencIa de 1 de febrero ~e 1988,
acuerda requerir a la recurrente a fin de que, en el plazo de ~1~Z .días,
indique los medís de prueba de que intenta valerse en el recIbImIento
a prueba solicítado.

Por escrito presentado el 20 de febrero de 1988, la representación de
la recurrente manifiesta que los medíos de prueba de que intenta valerse
son, de un lado, la documental consistente en que se tengan por
reproducidas las actuaciones judiciales remitidas por el Juzgado de
Distrito mimo 1 de Elche y la Audiencia _Provincial de Alicante, y, de
otro, la documental consistente en requerir a la Dirección General de
Correos v Telecomunicaciones de Madrid a fin de que certifique la fecha
en que fúe notificada la Sentencia y por quién fue recibida o, al menos,
si lo fue personalmente por la recurrente.

Por providencia de 16 de marzo de 1988, la Sección acuerda no haber
lugar al recibimiento a prueba interesado, toda vez que la Sala se
encuentra suficientemente informada sobre los extremos a que se
refieren las pruebas solicitadas con las actuaciones judiciales reclamadas
en su día. Posteriormente, en providencia de 18 de abril de 1988, la
Sección acuerda dar vista de todas las actuaciones del presente recurso
por un plazo común de veinte días al Ministerio Fiscal y a la solicitante
de amparo, para que dentro de dicho término aleguen lo que estimen
pertinente. de conformidad con lo prevenido en el arto 52 de la LOTe.

9. Por escrito presentado el 13 de mayo de 1988, el Ministerio
Fiscal evacua el trámite conferido y, luego de exponer los hechos y las
alegaciones de la recurrente, estima que la cuestión planteada en el
presente recurso se centra en si la notificación de la Sentencia realizada
a la recurrente cumple las garantías legales, pues, en este caso, la
inadmisión del recurso de apelación por extemproaneidad tiene una
causa legal debidamente acreditada y por ello la resolución judicial que
la declara satisface el derecho a la tutela judicial efectiva. Al resepecto
alega que la Sentencia, a solicitud de la demandante, se notificó
personalmente a la actora. El Juzgado de Distrito de Madrid, cumpli­
mentando un -exhorto del Juzgado de Elche, remitió, por correo
certificado con acuse de' recibo, la Sentencia para su debida notificación
y ésta se realizó personalmente a la interesda, según acredita el
func;ionario de correos el día 27 de febrero de 1987 y así se hace cpnstar
en la tarjeta correspondiente. Dicha tarjeta fue remitida al Juzgado y el
Secretano, en el cuerpo del exhorto, certificó que se había efectuado la
notificación a la demandada.

Frente a esta afirmación, dice el Fisca~ la recurrente no aporta
ninguna prueba fehaciente de que no se ha realizado la notificación con
la persona que se dice ni en la fecha que consta. La aetora no dice a
quién se le hizo la notificación, al no ser ella la receptora, ni cómo se
enteró de su contenido, conocimiento que posibilitó la interposición del
recurso de apelación, aunque lo hiciere fuera del plazo legal, sino que
trata de plantear y estimar probado, en sede constitucional sin base
alguna, lo que no planteó ni probó en sede judicial al interponer los
recursos de reposición y queja, es decir, que la notificación se diligenció
con otra persona y que la Sentencia no fue conocida el día que consta
en la tarjeta de correos. La simple lectura de los escritos de interposición
de los recursos de reposición y apelación permite concluir que sus
afirmaciones son apodícticas y que no acreditan su contenido.

La notíficación de la Sentencia se realízó, pues, el día que consta en
la tarjeta de correos y con la persona de la interesada, es decir, con la
demandada, hoy actora, y ésta tuvo conocimiento del contenido de la
Sentencia, pero su falta de actividad procesal fue la determinante de que
interpusiera el recurso de a~lación fuera de plazo, por lo que no ha
existido indefensión y la respuesta judicial de inadmisión satisface el
derecho fundamental a la tutela judicial efectiva, por lo que no existe
violación del arto 24.1 de la Constitución.

De otra parte, el Fiscal considera que la alegación de que el Juzgado
de Distrito vulneró el ano 24.1 de la Constitución, al no notificarle la
Sentencia del proceso de cognición en el momento procesal en que la
demandada se personó en el proceso de acuerdo con el arto 260 de la
L.E.c., también carece de fundamento. porque el Juzgado inadmitió el
recurso de apelación por extemporaneidad, contando el plazo legal a
partir de la fecha de notificación de la Sentencia, y el plazo para la
deducción del recurso no se cuenta desde la fecha de la personación, sino
desde la fecha de la notificación. La infracción procesal, si existe, carece
de dimensión constitucional, porque a ella no se anuda ninguna
consecuencia que suponga la violación del derecho fundamental a la
tutela judicial efectiva. Además, la notificación tenía que ser personal,
por petición de la demandante, y cuando se produce la persoT!ación de
la actora ya se había remitido el exhono a los Juzgados de Madrid.

Por todo ello, el Ministerio Fiscal interesa se dicte Sentencia
desestimando la demanda de amparo por no vulnerar las resoluciones
impugnadas el derecho fundamental consagrado en el an. 24.1 de la
Constitución.

10. En su escrilo de eJegaciones, presentado el 13 de mayo de 1988,
la representación de la recurrente da por reproducidas las consideracio­
nes contenidas en la demanda de amparo, tanto por lo que a los hechos
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se refiere, como a los fundamentos legales procesales y sustantivos en los
que se basan los motivos del recurso, y solicita Que se diete. Sentencia
por la que se declare la nulidad de los Autos dictados por el Juzgado de
Distrito mimo 1 de Elche y por la Audiencia Provincial de Alicante y sea
admitido el recurso de apelación interpuesto por la representación
procesal de la solicitante de amparo.

11. Por providencia de 30 de octubre de 1989, la Sala acuerda fijar
el día 3 de noviembre siguíente para deliberación y votación de la
presente Sentencia.

JI. Fundamentos jurídicos.

l. La cuestión planteada en el presente recurso de amparo estriba
en determinar si en al tramitación del juicio de cognición seguido contra
la hoy recurrente de amparo ante el Juzgado de Distrito núm. 1 de Elche
ha sido infringido el derecho a obtener la tutela judicial del art. 24.1 de
la Constitución y, en concreto, si la recurrente ha sufrido indefensión
como consecuencia de la imposibilidad de acudir a la segunda instancia
en defensa de su derecho. Ahora, bien, dado que la recurrente basa la
infracción constitucional denunciada en dos causas y momentos proce­
sales distintos, aunque relacionados - entre sí, es preciso ;deHmitar
previamente los actos u omisiones impugnados y los moti~os, de la
lmpugnación. Así, la recurrente alega que la indefensión se ha produ­
cido, en primer término, por no haber procedido el Juzgado de Distrito
a notificar la Sentencia al Procurador, confonne a lo dispuesto en el
art. 260 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, al personarse en las
actuaciones. En segundo término, por la decisión al Juzgado de Distrito,
posteriormente confmnada por la Audiencia Provincial, de no admitir
el recurso de apelación por razón de extemporaneidad.

Resulta evidente, pues, que, aunque la infracción constitucional es la
misma, los actos impuganados y las causas en que se basa la impugna~
ción son distintos, por lo que es preciso analizarlos separadamente.

2. Por lo que respecta a la primera de las infrac¡;iones denunciadas,
la recurrente alega que ha sufrido indefensión porque, un~.vez ~rso­
nada en los autos el día 24 de febrero, el Juzgado no procedlO a nouficar
la Sentencia dictada a su Procurador, a pesar de que dicha resolución,
dictada un mes antes, aún no había sido notificada personalmente. a la
demandada, por lo Que, a su juicio, el Juzgado vulneró lo previsto en el
art. 260 de la L.E.c., en concordancia con el 3rt. 270 de la LO:P.J., que
manda notificar las resoluciones a los que sean partes en el juício, a las
personas a que se refieran o puedan deparar perjuicio.

Del simple enunciado de l.a al~ i.nfracción se deduce que la
misma carece de toda relevanClB constttuClonal. En efecto, del examen
de las actuaciones judiciales se desprende, de una parte, 9ue la
recurrente, que se había constituido voluntariamente en situaClónde
rebeldía compareció, por medio de Procurador, en el Juz$80 el día 24
de febrero de 1987, y se mostró parte en el proceso, soliCItando. entre
otros extremos que no vienen al caso, que se entendieran .con el
Procurador «las sucesivas diligencias y notificaciones que tuviesen
lugaJ1.), pero no pidió que se le notifica:an Ia~ resoluciones pre,:"Í8mente
dictadas, ni tan siquiera que ~ ~e diese Vista de las actuaClones ya
practicadas para tener un conOCimiento del estado procesal de la causa.
El Juzgado, en providencia dietada el mismo día acordó t~er por
personado al Procurador señor Tormo Ródenas. en representaclOn de la
hoy recurrente asistida por la Letrada doiía María del Carmen· Pérez
Cascales «con los cuales se entendrán las sucesivas actuaciones». Y, de
otra parte cuando la recurrente se \'Crsonó en el proceso en fecha 24 de
febrero d~ 1987, el Juzgdo de Distnto ya había dictado Sentencia (el 20
de enero de 1987) y, por haberlo solicitado expresamente así la parte
actora había acordado, en providencia de 5 de "febrero siguiente,
notifiear personalmente la Sentencia a la ~emandada rebelde, conforme
a lo dispuesto en el arto 769, párrafo pnmero de la L.E.C, en vez de
hacerlo en estrados, para lo cual dirigió el pertinente exhorto al Juzgado
Decano de los de Madrid, donde tuvo entrade ;.-1 día 13 del mismo mes.

Por lo expuesto. resulta evidente, de una I.::J.do, que el ~cho de que
el Juzgado de Distrito no notificara la Sentencia dietada al Procurador
de la hoy recurrente, cuando compareció en el proceso, no supone
anomalía procesal al$una, ni menos aún que de ello se derive );esión del
arto 24.1 de la Constltución. Conforme a lo dispuesto en el arto 766 de
la L.E.C., cuando el litigante rebelde comparece en el proceso será
admitido como parte, cualquiera que sea el estado del pleito, entendién­
dose con él la sustanciación, pero sin Que éste pueda retroceder en
ningún caso; por lo que, iniciados los trámites de notificación personal
de la Sentencia previamente, conforme había pe;dido la .parte aetora, no
era exigible la notificación al Procurador, máXIme teniendo en cuenta
que como razona el Ministerio Fiscal, el plazo para l~ interposición del
posible recurso de apelación habría de computarse en el presente caso
desde la fecha de notificación de la Sentencia a la demandada, pues la
notificación personal mediante e~orto había sido solici~da.por l~, parte
actora con base única y exclUSlvamente en la prev13 sItuaclOn. de
rebeldía de la demandada, situación procesal que no había desapareCIdo
cuando se inició el trámite de notificación.

De otro lado, además, es igualmente evidente que la hipotética
infracción procesal. como consecuencia de la falta de notificac;ión de la
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BüE núm. 290. Suplemento

1. Antecedentes

l. Con fecha 4 de noviembre- de 1987 se registró en este Tribunal
un escrito mediante el cual don Luciano Rosch Nadal, Procurador de los

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el- Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE; CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN
ESPAÑOLA.

certificado; aparace igualmente una firma de la persona receptora, y
debajo de ella; escrito a mano, el término «interesada». Es evidente,
pues, que apareciendo debidamente acreditada la recepción de la
certificación por la persona interesada (esto es, la destinataria), los
órganos judiciales han observado. en este caso la diligencia debida al
estimar suficientemente acreditada la realidad de la recepción. En este
sentido, y frente a la indicada constancia documental, es preciso señalar
que la recurrente no aportó ante los órganos judiciales prueba fehaciente,
ni siquiera indicios, de que la notificación practicada hubiera sido
irresular. Asi. basta la lectura del escrito de interposición del recurso de
queja ante la Audiencia Provincial para comprobar que la recurrente
alegó de fonna confusa e imprecisa que la fecha de recepción que
aparecía en el acuse de recibo, el 27 de febrero de 1987, era posiblemente
la fecha «en que el cartero recibió el sobre para su trámite, pero al no
estar los interesados debió de volver en otra ocasión antes de volver el
certificado sin diligenciar, y ya se había escrito la fecha en dicha tarjeta,
sin que correspondiera a ésta a la realidad de entrega del sobre
conteniendo la Sentencia» (sic). Es claro que tal alegación en nada podía
justificar lo aducido por la recuITente en el sentido de que le había sido
notificada la Sentencia el día 13 de marzo siguiente, pues, aparte de que
en el acuse ¡;le- recibo aparece estampado el seUo con la fecha de 27 de
febrero, es obvio que la notificación se había practicado antes del día
señalado por la damandadat dado que el acuse de recibo de la tarjeta
postal se recibió en el Juzgado, y así consta en la correspondiente
diligencia el día 4 de marzo. En este mismo sentido, es de resaltar que,
como señala el Ministerio Fiscal, la recurrente trata de plantear y
estimar probado en vía de am~ constitucional lo que no planteó ni
probó ante los órganos judiciales al interponer el recurso de queja,
alegando ahora, también confusa y vagamente y sin un mínimo indicio
de prueba, que la -notificación de la Sentencia se diligenció con persona
distinta (motivo par el cual ella no flUvo conocimiento de·la misma hasta
el día'13 del mes siguiente), omitiendo toda referencia acerca de quién
fue la persona receptora, sobre la razón por la cual tuvo conocimIento
de la- notificación recibida días después, y a qué se debe que figure en
la tarjeta de notificación la eostancia de su recepción por la destinataria.
Ante tal constancia documental, avalada por el Servicio de Correos, y
ante la falta de datos que mínimamente la desvirtúen, no cabe apreciar
la mera afinnación de la recurrente. carente de sustentación lógica o
fáctica, en sentido contrario, como suficiente para desvirtuar la presun­
ción de veracidad del hecho de la notificación y, por tanto, carente de
toda relevancia constitucional

Todo lo expuesto obliga a concluir que no hubo por parte del
Juzgado de Distrito núm. 1 de Elche violación alguna del derecho a
obtener la- tutela judicial efectiva del arto 24.1 de la Constitución, pues.
las alegaciones de la recurrente, tanto las aducidas en su día ante los
Tribunales ordinarios como las formuladas ahora en vía de amparo
constitucional, en parte contradictorias, no van acompañadas de prueba
alguna ni son suficientes para destruir la conclusión a la que negan tanto
el citado Juzgado como la Audiencia Provincial de Alicante de que el
recurso de apelación lo interpuso la recurrente fuera del plazo legal~

mente previsto.

Ha decidido

Desestimar el recurso de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid, a seis de noviembre de mil novecientos ochenta y
nueve.-Francisco Tomás y Valiente.-Femando García-Mon y Gonzá­
lez~Regueral.-Carlos de la Vega Benayas.-Jesús Leguina Vílla.-Luis
López Ouerra.-Vicente Oimeno Sendra.-Firmados y rubricados.

SENTENCIA

En el recurso de ámparo núm. 1.422/87, interpuesto por don Manuel
Peláez del Rosal, representado por don Luciano Rosch Nadal y asistido
de Letrado, contra el Acuerdo del Pleno del Ayuntamiento de Priego
(Córdoba), de 11 de marzo de 1985. Han sido parte el Ministerio Fiscal
y el Ayuntamiento. de Priego, representado por el Procurador de los
Tribunales don Luis Piñeira,de la Sierra. Ha sido Ponente el Magistrado
don Alvaro Rodríguez Bereíjo, quien expresa el parecer de la Sala.

la siguiente

EN NOMBRE DEL REY

Sentencia al Procurador, caso de existir. carecería de relevancia constitu­
cional. Primeramente, porque de tal falta de notificación al Procurador
no se· derivarla indefensión alguna de la recUITente, toda vez que la
imposibilidad de acceder a la segunda instancia ha sido consecuencia de
la extemporaneidad en la presentación del recurso, no de la falta de
conocimiento de la Sentencia por la irregularidad procesal denunciada.
Y. en segundo lugar, porque, con independencia de si era procedente o
no la notificación de la Sentencia al Procurador, lo cierto es que al
comparecer en las actuaciones no solicitó la notificación de las resoluci(}o
nes ya dictadas. ni tan siquiera que se le diera vista de los Autos para
conocer el estado procesal del proceso, ni impugnó ni hizo observación
alguna cuando le fue notificada la providencia dictada el 24 de febrero
de 1987, por la que el Juzgado tuvo por personada para las sucesivas
actuaciones a la demandada.

3. La segunda de las cuestiones planteadas por la recurrente es la
referida a la presunta lesión del derecho a obtener la. tutela judicial
efectiva del arto 24.1 de la Constitución como consecuencia de la
decisión del Juzgado, confirmada por la Audiencia Provincial, de no
admitir el recurso de apelación interpuesto por haber transcurrido el
plazo legal de tres días desde la fecha de notificación. Al respecto alega
que la' vulneración constitucional se ha producido porque el órgano
judicial no le notificó correctamente la Sentencia, pues, aunque las
notificaciones por correo son admitidas por la Ley, en el presente caso,
por tratarse de una Sentencia condenatoria, la comunicación debió
hacerse por el Juz~o exhortado en la propia sede del Tribunal y
conforme al procedImiento que establecen los arts. 262 y siguientes de
la L.E.e. y de otro lado, que, aunque en la tarjeta postal de acuse de
recibo se hace constar que la notificación de la Sentencia se hizo el día
27 de, febrero del 1987, la recurrente no' recibió personalmente la
Sentencia hasta el día .13 de marzo siguiente; en este sentido señala.
además, que ha sido imposible comprobar en el Servicio, de Correos la
fecha de entrega del certificado a la recurrente o a la persona que lo
recibiese y firmase la tarjeta de acuse de recibo, pues no fue la recurrente
quien lo recibió y firmó el 27 de febrero.

Pues bien, tampoco esta doole alegación puede servir como funda­
mento del amparo solicitado. En ~mer término carece de consistencia
la queja de la demandante menda a, la forma de notificación de la
Sentencia. La notificación por correo certificado está expresamente
autorizada por los arts. 261 de la LE.e. y 271 de la LO.P.J., euya
·utilizae1ón por el órgano judicial es irreprochable desde el punto de vista
constitucional, siempre que se realice con las garantías suficientes para
asegurarsu efectividad (SSTC 36/1987, 39/1987, 171/t987 Y142/1989,
entre otras). En el presente caso, es obvio que la notificación de la
Sentencia no es uno de los supúestos que los artículos antes citados
excluyen de la utilización del correo certificado, máxime teniendo en
cuenta que el proceso de cognición se había tramitado en instancia con
la voluntaria rebeldía de la hoy recurrente y que la única razón de
notificarle ~onalmente la Sentencia a la damandada, en vez de
hacerlo en la forma ordinaria para los litigantes rebeldes, esto es, en
estrados del Tribunal, fue la expresa petición de la parte acora en base
a lo dispuesto en el arto 769 de la. L.E.e. .

En segundo término, del examen de las actuaciones judiciales
practicadas no se desprende, en absoluto, que hayan eXIstido las
irregularidades que la recurrente denuncia respecto de la notificación
por correO. En efecto, el Juzgado de Distrito núm. 2 de Madrid acordó
practicar la notificación de la Sentencia mediante correo certificado con
acuse de recibo y, mediante diligencia de 4 de mano de 1987, tuvo por
recibida como válida la tarjeta postal justificativa de la notificación, en
la que el funcionario de la oficina de correos hace constar que la
certificación en la que aparecía como destinataria doña Ana Maria
Cubilla Outiérrez habia sido debidamente entregada el 27 de febrero
de 1987.

En dicha tarjeta aparece reseñado que el empleado de correos, cuya
firma y número de identificación constan, entregó el día 27 de febrero
de 1987 el envío destinado a la hoy recurrente: figura tambi~n

estampado eL correspondiente cuño acreditativo de la entrega del

Sala Segunda. Sentencia 185/1989. de lJ de noviembre.
Recurso de amparo 1.422187. Contra Acuerdo adoptado por
el Pleno del Ayuntamiento de Priego, declarando al recu·
rrente persona «non grata» para dicho Ayuntamiento.
Supuesta vulneración del derecho al honor.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. compuesta por don
Francisco Rubio Llorente, Presidente; don Antonio Truyol Serra, don
Eugenio Díaz Eimil, don José Luis de los Mozos y de los Mozos y don
Alvaro Rodríguez Bereijo, Magistrados, ha pronunciado


